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Carla 
Espósito 
Guevara *

EL CAMBALACHE
DE JUICIOS

de puño y letra

El informe presentado por el Grupo Inter-
disciplinario de Expertos Independientes 
(GIEI) sobre los hechos ocurridos en 2019 

en el país, despertó un fuerte clamor en la socie-
dad boliviana por un juicio contra Jeanine Áñez. 
Tal enjuiciamiento tenía dos vías para realizarse: 
juicio ordinario o juicio de responsabilidades. La 
primera vía, planteada por la exdiputada Lydia 
Patty y el senador Andrónico Rodríguez, era la 
más expedita ya que no suponía la necesidad de 
pactos políticos. La segunda vía, por la que el 
Gobierno optó, requiere de acuerdos y negocia-
ciones en la Asamblea Legislativa entre el Movi-
miento Al Socialismo (MAS) y las otras fuerzas 
políticas que fueron aliadas de Áñez y, en gran 
medida, corresponsables de las masacres.

El otro gran inconveniente de la segunda vía es 
que atenta contra la Constitución Política del 
Estado (CPE). Esta establece que solo puede 
realizarse juicios de responsabilidades al Presi-
dente y el Vicepresidente y hay dos vías legales 
de llegar a la presidencia, según la nueva CPE: 
por elecciones o por dos tercios de la Asamblea, 
y Áñez no llegó por ninguna de esas dos vías. Por 
tanto, no le corresponde un juicio de responsa-
bilidades con los privilegios que este supone.

Hay quienes comparan el caso de Áñez con el 
de García Meza, pero no son casos compara-
bles. La anulación de este privilegio para autori-

dades no electas constitucionalmente se tomó 
en la Constituyente justamente por el caso 
García Meza, para evitar que volviera a ocurrir 
que quienes tomen el poder por vías inconsti-
tucionales gocen otra vez de caso de corte. Por 
tanto, el juicio de responsabilidades resulta ser 
una opción que va contra el espíritu de la nueva 
Constitución.

Asimismo, al reconocerle fuero constitucional 
a una presidenta inconstitucional se desmere-
cen los argumentos que el propio Gobierno ha 
sostenido durante este último año respecto al 
golpe de Estado ya que se le dan privilegios de 
presidenta constitucional.

Tomada la segunda vía, pese a los obstáculos 
señalados, y cuando el país esperaba un acuer-
do político para la aprobación de este juicio 
en la Asamblea, la Comisión de Justicia Plural 
de la Asamblea Legislativa Plurinacional apro-
bó la semana pasada las propuestas acusato-
rias contra los expresidentes Gonzalo Sánchez 
de Lozada; Carlos Mesa, por el caso Quiborax; 
y contra el exviceministro de Coordinación 
con Movimientos Sociales, Alfredo Rada, por 
el caso La Calancha.

La noticia despierta varios elementos de análi-
sis. El primero es la pregunta de ¿qué pasó con 
el caso más importante que es el juicio contra 

Áñez?, ¿por qué no entró en este paquete de 
negociación? El segundo elemento que señala 
es la consolidación cada vez más clara de una 
tendencia pactista y pragmática al interior del 
MAS, que en el pasado fue representada por 
la línea garcía-linerista, que galvanizó acuerdos 
con la agroindustria cruceña y hoy está siendo 
representada por el ministro Lima con eco en 
el Parlamento.

Lo nuevo de esta tendencia pactista es que 
considera la opción de sacrificar militantes 
del propio MAS, como son los caso de Leonil-
da Zurita, Alfredo Rada, Alicia Muñoz y Hugo 
Salvatierra, a cambio de acuerdos con la oposi-
ción. Soy de la idea de que los crímenes de lesa 
humanidad no deberían negociarse, menos en 
estas condiciones.

La derecha ha logrado llevar al Gobierno al te-
rreno que más le conviene, donde tiene más 
capacidad de maniobra. Esto conducirá al 
MAS a un camino de enorme desgaste interno, 
quizás también a la impunidad de los líderes 
de Creemos y a un juicio interminable contra 
Áñez en el que el oficialismo tendrá que some-
terse a permanentes chantajes y dilaciones por 
parte de la oposición.

*	 Socióloga.

“Nosotros también tenemos derechos” pare-
ce ser la nueva línea discursiva de la opo-
sición al gobierno de Arce Catacora, como 

si los procesos abiertos contra varios de sus 
representantes fueran injustificados. No solo 
se quebró el orden constitucional mediante un 
golpe de Estado, sino que se violó, sistemática 
y sostenidamente, los derechos de miles, sino 
millones, de bolivianos durante casi un año. 
Con aquella consigna se pretende consolidar 
aún más una tendencia a la impunidad que 
tristemente se arrastra desde hace mucho 
tiempo en nuestro país.

Parece que la ironía se da en cada hecho dia-
rio. Luego de conocidas las conclusiones de 
un prestigioso y para nada partidario gru-
po de expertos internacionales acerca de las 
violaciones a los Derechos Humanos bajo el 
gobierno llamado “transitorio”, medios y po-
líticos detractores del oficialismo actual ex-
claman “somos víctimas”, mientras los sobre-
vivientes de la represión que desató el régimen 
de Jeanine Áñez son ignorados por una prensa 
que se escuda tras el derecho a la libertad de 
expresión. “Podemos cubrir lo que queramos”, 
es lo que en realidad quieren decir. 

Amparo Carvajal, expresidenta de la Asam-
blea Permanente por los Derechos Humanos 

en Bolivia (Apdhb), visita a Áñez y la decla-
ra una presa política, después de que bajo su 
gobierno se persiguiera, encarcelara e incluso 
ejecutara a todo disidente o a quien pareciera 
serlo. No dice nada acerca de las más de 38 
familias que hoy lloran a sus muertos produc-
to de una arbitraria violencia de Estado. De-
fiende a los militares y policías que dispararon 
contra civiles desarmados, y llama a grupos 
paramilitares a seguir resistiendo en contra 
de la voluntad de millones de bolivianos que 
decidieron el pasado octubre reprobar la con-
ducción política de la élite. 

Pero no hay nada paradójico en todo esto, 
pues tampoco hay casualidad. Lo que pare-
ce ironía es, de hecho, cinismo, que al mismo 
tiempo encubre un desprecio visceral por la 
vida de seres humanos que consideran a to-
das luces inferiores. No hay otra manera de 
explicar porqué las voces de los familiares 
de los muertos de Sacaba y Senkata son in-
tencionalmente silenciadas. Y con este acto 
de indiferencia cómplice y asesina, perso-
nas como Carlos Mesa, Amparo Carvajal e 
incluso los miembros más moderados de la 
oposición arrojan sus credenciales liberales 
y democráticas al fuego. Han decidido po-
larizarse deliberadamente no en contra del 
masismo ni del “Socialismo del Siglo XXI”, 

sino en contra de la noción misma de digni-
dad humana. 

La estrategia mediática de los que siempre han 
pisoteado derechos, y a la cual se prestan con 
entusiasmo medios como Página Siete, con-
siste en crear nuevos liderazgos y frentes de 
resistencia al actual Gobierno tras la bandera 
de los Derechos Humanos, después de haber 
perdido a la democracia y la transparencia 
como razones de lucha. Pero se equivocan al 
apostar por la impunidad y una exrepresen-
tante de los Derechos Humanos claramente 
parcializada a favor de quienes portaban las 
armas como punta de lanza de su empeño. 

Puede que las convicciones democráticas de 
Mesa y Carvajal no hayan sido más que una 
fachada, pero todavía quedan muchas per-
sonas, posicionadas incluso en lo que podría 
considerarse la derecha del espectro político, 
que pueden no compartir el ideario del Go-
bierno, pero que no apoyarían consciente-
mente un movimiento hacia la restauración 
violenta en favor de la élite. No todos los 
derechistas desprecian la vida como ellos lo 
hacen, deben tener en cuenta. Las personas 
son mejores.

La Época

No toda la derecha es igual
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“Todo lo que sube baja”, es la mejor expresión de 
lo que ha significado la actividad política y espe-
cialmente parlamentaria de Jeanine Áñez durante 

tres lustros, en los cuales su vida estuvo vinculada a 
la actividad pública y su economía al erario nacio-
nal. Se desconoce de algún aporte suyo dentro de la 
Asamblea Legislativa. Lo que puede considerarse lo 
más significativo de su extensa carrera de asambleís-
ta seguramente es el haber interpretado a su gusto el 
Reglamento de la Cámara de Senadores, haberse au-
toproclamado como su presidenta, sin quórum, y, de 
manera inmediata, tomar al asalto la silla presidencial 
del Estado boliviano, con una Biblia en la mano y una 
tropa de ladrones por detrás.

El hecho de haberse hecho colocar la banda presi-
dencial por un militar, asumir con el uso y el abuso 
de la fuerza el control del Órgano Ejecutivo, nom-
brar ministros, embajadores, disponer de manera 
dispendiosa de los recursos del Estado y utilizar los 
bienes destinados a la más alta autoridad del país 
no la hicieron Presidenta, aunque ella y sus acólitos 
hayan utilizado arbitraria, ilegal e ilegítimamente, 
ese título reservado a quienes son elegidos por de-
cisión del soberano, del pueblo, a través de su voto 
libremente emitido en elecciones. No fue más que 
una usurpadora de la Presidencia, una asaltante –
junto a su banda delincuencial– del gobierno.

La ilegalidad de su investidura es totalmente evi-
dente, no hay dónde perderse, ningún argumento 
leguleyo puede sostener lo contrario. Se cometie-

ron delitos para asaltar el gobierno y estos deben 
ser juzgados en la justicia ordinaria porque fueron 
cometidos por un grupo de ciudadanos que no go-
zan de ningún fuero especial, como pretenden ha-
cer creer quienes defienden la teoría de una inexis-
tente sucesión constitucional.

Trascurrido el tiempo, tal vez más pronto de lo que 
Áñez y sus cómplices habrían imaginado cuando se 
creían que “era ella” la elegida, la predestinada por los 
dioses para el logro de sus más perversos deseos, “la 
que subió, bajó”, y algunos de los que la empujaron 
en su acelerado e ilegal ascenso se fugaron del país 
para no rendir cuentas a la Justicia, mientras que otros, 
cual Simón Pedro, niegan haberla conocido no solo 
tres veces, como en el relato bíblico, sino hasta el can-
sancio para que nadie quiera vincularlos con ella.

Una celda especial en el recinto penitenciario de 
mujeres de la miraflorina zona paceña es su nueva 
residencia. Cuenta con privilegios que ninguna de 
las otras internas tiene. Están por diferentes delitos, 
seguramente ninguna con la dimensión o cantidad 
de los que pesan sobre ella. Se la ha liberado de las 
obligaciones que tiene el resto de sus acompañantes 
de recinto que, demás está decirlo, lamentablemen-
te viven en condiciones muy precarias. Obligaciones 
como cocinar, lavar ropa, realizar la limpieza del recin-
to, entre otras. Ninguna de ellas puede recibir visitas 
familiares en cualquier momento, mucho menos que 
sus hijos se queden a pasar la noche en la misma celda 
o que tengan la atención de médicos particulares.

Áñez está en la cárcel de Miraflores por decisión 
de un juez, dentro de una causa que es investiga-
da por la Fiscalía, en la cual está acusada de haber 
asaltado el gobierno, de haber usurpado la Presi-
dencia, de haberse autoproclamado presidenta del 
Senado en una sesión inexistente. No está porque 
la detuvieron ilegalmente los esbirros de su Minis-
terio de Gobierno en la calle repartiendo comida 
o en una protesta pacífica o simplemente porque 
tenía que buscar alimentos para su familia a pesar 
del encierro que había ordenado su gobierno de 
facto, como lo hicieron cotidianamente con gente 
inocente. Esos centenares de bolivianos y bolivia-
nas fueron verdaderas víctimas de la ilegalidad y del 
poder abusivo de ese gobierno de facto.

Jeanine Áñez no es víctima. Así como nunca fue 
Presidenta, sino una usurpadora del gobierno, no es 
víctima; es una procesada con detención preventi-
va en la cárcel de mujeres porque, a diferencia de 
decenas de otras mujeres, muchas de ellas acusadas 
de delitos de bagatela, ella delinquió en contra del 
Estado, el pueblo y la Constitución. Todo lo demás 
es cuento destinado a garantizar su silencio y, de 
esa manera, proteger a quienes la llevaron a ser 
la cabeza visible del grupo delincuencial, quienes 
hoy parece que la hubiesen abandonado. Jamás fue 
Presidenta ni tampoco hoy es víctima, así quieran 
contarnos lo contrario. La que subió, bajó.

*	 Periodista y abogado.

LA PRESIDENTA QUE
NO FUE Y LA VÍCTIMA QUE NO ES

el punto sobre la “i”

Óscar Silva 
Flores *
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La Asamblea Nacional del movimiento com-
promiso social realizada en Montecristi, 
Ecuador, abre la posibilidad de continuar 

con el proyecto de la Revolución Ciudadana im-
pulsado por Rafael Correa.

Trabajar con la militancia, discutir la política, en-
frentar la persecución y la proscripción son ta-
reas urgentes. Quizás varios se cuestionarán que 
no están todos y todas, o que los que están no 
tienen el liderazgo suficiente. Decirles desde el 
exilio que las luchas verdaderas son las que se en-
frentan con desapego, con entrega y sin cálculos 
personales. Las facturas internas nos costaron 
en gran medida la pérdida electoral de este mis-
mo año. Nos equivocamos, quizás sí, y debemos 
aprender de esos errores, hacerlo con madurez; 
los cuadros de nuestro movimiento tienen la 
obligación histórica de hacerlo y en ese proce-
so reconocer a la militancia valiente y coherente 
con la que siempre hemos contado.

Se requiere una revolución permanente con 
hombres y mujeres que lo den todo por la patria, 
para recuperar la memoria y retomar el poder 
para el pueblo.

Marcela Aguiñaga, exministra, exlegisladora, abo-
ga especialista en temas ambientales, es una mu-
jer que ha enfrentado y sigue enfrentando ata-

ques, calumnias y violencia política por razones 
de género. Tendrá una dura responsabilidad. Y 
nosotras y nosotros, la militancia, debemos apo-
yarla. Todas y todos debemos poner el hombro 
para que le vaya muy bien. La unidad es el único 
camino posible para la Revolución Ciudadana.

Asumir esta tarea tan difícil en estas circunstan-
cias hay que valorarlo, conozco a Marcela desde 
hace algunos años y puedo asegurar que siempre 
actuó con ética y frontalidad. Con dureza y con-
vicción, como se requiere para llevar adelante a la 
primera fuerza política del Ecuador. Es una mujer 
de convicciones profundas, inteligente y prepara-
da, sin dejar su sensibilidad es capaz de enfrentar 
a todos los enemigos juntos sin bajar la cabeza. 
Jamás se calló frente a las injusticias, jamás se 
escondió, siempre estuvo en la primera línea 
para defender a Jorge Glas o a Rafael.

Tiene, sin duda, el lideraz-
go que requiere el país y 
el compromiso le sobra. 

Asume la posta que dejó un gran líder, en un 
mundo de hombres, para muchos inaceptable, 
pero es una guerrera que llevará a buen puerto al 
movimiento de la Revolución Ciudadana y abrirá 
las puertas para la continuidad del proceso.

*	 Miembro de la Asamblea Nacional del Ecuador.

LA UNIDAD, ÚNICO
CAMINO PARA LA REVOLUCIÓN 
CIUDADANA EN EL ECUADOR

desde la mitad del mundo

Soledad 
Buendía 
Herdoíza *

El régimen de Áñez, en la gestión 2019, de-
cidió tramitar ante el Fondo Monetario 
Internacional (FMI) un Instrumento de 

Financiamiento Rápido por $us327 millones, 
lo cual no era nada más que la otorgación de 

un crédito financiero muy “favorable”, 
tasa de interés baja y otros. Sin em-
bargo, la Constitución establece que 
todo crédito debe ser aprobado por 

la Asamblea Legislativa debido 
a que genera el pago de intere-
ses, lo cual afecta la renta del 
país. Vale aclarar que vamos a 

dejar de pagar para cumplir con 
el pago de estos intereses y ca-

pital; la devolución de estos 
recursos se debió principal-
mente al no cumplimiento 
de este requisito.

El 23 de agosto el FMI apro-
bó la “asignación” de los De-
rechos Especiales de Giro 

(DEGs), que podría conside-
rarse como una devolución 

de los aportes que realizan 
a los Estados miembros, 

entre ellos Bolivia, y que es sin obligaciones, es 
decir, no se paga intereses ni ningún otro cos-
to financiero. Este organismo internacional, de 
acuerdo a recomendaciones de expertos, realiza 
tales devoluciones como parte de su plan de re-
cuperación económica internacional dado a raíz 
de la pandemia del coronavirus.

Los eternos opinadores económicos, que siem-
pre tratan de confundirnos, nos dirán que el 
crédito gestionado en el régimen de Áñez es 
lo mismo que la devolución que realizó el FMI 
en la presente gestión y seguro gritarán que el 
gobierno de Arce deberá devolver dichos recur-
sos, esto sin mencionar en sus opiniones que 
las devoluciones no generarán ningún costo 
financiero.

El FMI asignará los DEGs a los Estados miembros 
en proporción a sus cuotas, alrededor de $us275 
mil millones. Las devoluciones serán canalizadas 
principalmente a los países emergentes y en de-
sarrollo en una acción financiera que pretende 
inyectar liquidez a la economía mundial, afecta-
da por las diversas cuarentenas y restricciones 
que se dieron con la pandemia.

No debemos perder de vista que los créditos que 
otorga el FMI son financieramente muy conve-
nientes, con tasas de intereses muy bajas y otras 

facilidades, sin embargo, la “facilidad” de estos 
créditos siempre están acompañados del con-
dicionamiento de que los países que acceden a 
ellos deben someterse a los lineamientos de una 
entidad que básicamente está relacionada con 
el liberalismo económico, lo que implica el libre 
comercio entre países y la intervención mínima 
de los Estados en la economía (básicamente ser 
reguladores).

Esta filosofía económica del FMI deja la solución 
de los problemas de la materia al libre mercado, 
el que esencialmente se regula por la oferta y de-
manda tanto en el mercado financiero como en 
el de bienes y servicios, este aspecto trae como 
consecuencia devaluaciones e inflación, lo que 
afecta siempre a los más desposeídos, prueba de 
eso es que los indicadores sociales no acompa-
ñan al desarrollo económico liberal.

En este sentido, la ciudadanía no debe dejarse 
engañar por los opinadores, quienes muy conve-
nientemente tratan de mezclar las definiciones y 
conceptos económicos para hacernos creer que 
los créditos del FMI son lo mismo que las asig-
naciones de las DEGs que otorgan a los países 
miembros.

*	 Economista.

CRÉDITO NO ES IGUAL A 
DEVOLUCIÓN

Miguel 
Ángel 
Marañón 
Urquidi *
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Si a pesar de toda la evidencia los medios 
de comunicación insisten en una supuesta 
neutralidad que cada una de sus portadas 

desmiente, a la sociedad boliviana no le queda-
rá de otra que vivir acostumbrada a la sospecha, 
dando por sentado que, le hable quien le hable, 
le están mintiendo. El problema no es tanto que 
los medios asuman una posición política como 
que escondan datos de la realidad intencio-
nalmente, cometiendo con ello un verdadero 
atentado contra la libertad de expresión, como 
cuando se silenciaron las voces de los masacra-
dos de Sacaba y Senkata. No denunciar este 
delito equivale a prestar complicidad a sus per-
petradores.

Numerosos análisis retrospectivos acerca del 
derrocamiento de Morales en 2019 coinciden 
en el rol que jugaron los medios para apresurar 
su caída, demostrando con ello ser más actores 
políticos que proveedores de información. El 
dramatismo de este último hecho ha llevado a 
varios opinadores a sobredimensionar la capaci-
dad de estos para transformar la realidad, que, 
sin ser subestimada, está lejos de ser definitiva. 
No obstante, ello no implica que los medios 
sean cachorros sin dientes, y queda claro, por el 
tratamiento que les han dado a hechos tan te-
rribles como las masacres de Senkata y Sacaba, 
que si bien no pueden manufacturar una realidad 
paralela sí pueden ocultar la verdad, colocando 
literalmente una mordaza sobre la boca de víc-
timas que justamente necesitaban un espacio de 
denuncia. Además de cometer un acto criminal 
al prestar apoyo al gobierno de facto en la viola-
ción de los Derechos Humanos de los bolivianos, 
medios como Página Siete, El Deber y Los Tiem-
pos terminan haciendo aquello que dicen repu-
diar, cometiendo auténticos atentados contra la 
libertad de expresión.

EL ALCANCE DE LA MENTIRA

Pero antes, ¿cuál es el verdadero alcance de su 
influencia? Existen numerosas teorías respec-
to a qué tanto pueden influir los medios sobre 
las personas.

Una posición extrema es la Teoría de la Aguja 
Hipodérmica, que sostiene que las audiencias 
son tan vulnerables que se puede “inyectar” en 
ellas opiniones y puntos de vista sin mucha re-
sistencia.

Una segunda teoría, llamada de los Efectos Limi-
tados, afirma que los medios difícilmente pue-
den cambiar el parecer de la gente, pero sí refor-
zar o matizar opiniones previamente existentes.

Partiendo de ese margen de posibilidades, una 
tercera teoría, la Agenda Setting, parte de la 
premisa de que los medios no pueden decirles a 
las personas cómo pensar, pero sí colocar fren-
te a ellos las opciones sobre las cuales concen-
trará su atención el público, dónde la atención 
debe ser puesta, en qué deciden mostrar y qué 
descartan como información irrelevante o in-
cluso peligrosa de revelar.

Finalmente, la Teoría del Cultivo, que advierte 
que los mensajes compartidos en sociedad tie-
nen efectos cuando la gente está expuesta a 
ellos durante un periodo prolongado de tiempo.

Si el resultado final de la política estuviera de-
terminado por lo que dictan los medios de co-
municación, no harían falta ejércitos ni policías 
para cometer golpes de Estado, por lo cual es 
necesario apreciar a los medios en su justa di-
mensión. Las cuatro teorías expuestas pueden 
darnos una idea acerca del alcance de los medios 
para afectar la realidad. Así, si bien no pueden 
“inyectar” una ideología específica en su audien-
cia, sí pueden:

1.	 Reforzar ideas y prejuicios ya presentes en la 
conciencia de las personas, como concepcio-
nes discriminatorias y racistas que hagan per-
misible, e incluso necesaria, la ejecución de 
masacres como las que se dieron en Senkata 
y Sacaba. O también, como lo hicieron, posi-
cionar la idea de que un partido ganó el de-
recho a la segunda vuelta antes de que ini-
cie una elección, como sucedió en octubre 
de 2019. Como explican Molina y Bejarano, 
a la mañana siguiente de las elecciones Pági-
na Siete publica la nota: “Evo saca su peor re-
sultado en 14 años, va al balotaje y pierde los 
dos tercios”, asume que Morales no había ga-
nado en primera vuelta partiendo de datos 
extraoficiales.

2.	 Pueden dar cobertura selectiva a unos he-
chos sobre otros, como abordar la masacre 
de Senkata y Sacaba solamente desde la pers-
pectiva del gobierno de facto, sin tomar en 
cuenta ni buscar una sola declaración prove-
niente de las víctimas, lo que equivale a silen-
ciarlas y, peor aún, vulnerar su derecho a la 
libertad de expresión. Esto sucedió con casi 
cada uno de los medios después de aconteci-
dos los hechos.

3.	 Pueden insistir con un conjunto de mensa-
jes por un tiempo suficiente hasta que se 
conviertan en una suerte de sentido común, 
como adelantar que una elección puede ser 
fraudulenta, como se hizo meses antes de las 
elecciones de 2019, o que un gobierno es in-
negablemente autoritario o anti-democráti-
co, sea a través de sus titulares o de sus notas 
de opinión. Nuevamente el caso de casi to-
dos los medios entre 2016 y 2019.

4.	 Si todo lo demás falla, pueden mentir. Como 
cuando se asegura que hubo un bebé muer-
to en una represión de manifestantes sin que 
ello hubiera sucedido.

Pero veamos más…

LOBOS DISFRAZADOS DE OVEJAS

Una investigación de Erick Torrico, Los medios 
de comunicación masiva en conflicto: reflexiones 
sobre el papel del periodismo en la situación bo-
liviana, publicada en 2008, parte de una cons-
tatación evidente incluso entonces: los medios 
participan en la política no solo como narrado-
res, sino como verdaderos protagonistas que 

MEDIOS DE COMUNICACIÓN                  
CONTRA LA LIBERTAD 
DE EXPRESIÓN

tienen la capacidad de formar imágenes de la 
realidad con intereses propios, lo que ha mer-
mado considerablemente su credibilidad. Nota 
que los medios privados asumieron una posi-
ción indisimuladamente conflictiva con el go-
bierno de Morales, sobre todo en determinadas 
coyunturas.

Así, en momentos signados por el conflicto, se 
ven las siguientes tendencias: presentar los he-
chos de forma unilateral; relatar y exhibir los 
momentos más llamativos y dramáticos del con-
flicto y cubrir superficialmente los mismos, sin 
profundizar en antecedentes o desarrollo.

Al mismo tiempo, señala como patrones de 
cobertura mediática de los conflictos: a) La vi-
silibilización/invisibilización de los conflictos; 
su legitimación/deslegitimización; y finalmen-
te su azuzamiento o instigación. Cita varios 
ejemplos, como, respecto al segundo, el cues-
tionamiento deslegitimador de muchos medios 
privados a los mecanismos de votación de la 
Asamblea Constituyente, mientras se aceptaba 
acríticamente la legalidad de los referendos au-
tonómicos, sin autorización del Tribunal Supre-
mo Electoral (TSE).

En la misma línea de Torrico, otras investigacio-
nes demuestran el antagonismo mediático hacia 
el actual Gobierno, disfrazado bajo una aparien-
cia de neutralidad, objetividad, imparcialidad y 
pluralismo. A pesar del título de su trabajo, No 
tan polarizados. Los gobiernos de Evo Morales y 
los medios de comunicación en Bolivia, Iván Schu-
liaquer advierte que los medios adoptaron una 
posición cada vez más partidaria en contra del 
Movimiento Al Socialismo (MAS) después de oc-
tubre de 2019, al punto que llegaron a coludir 
con una masacre:

“Los sucesos de octubre y noviembre de 2019, 
mostraron que el colectivo de periodistas sostuvo 
la capacidad de autorregularse y de trazar fronte-
ras para definir cómo debe proceder su oficio. La 
paradoja es que eso no los hizo ni más plurales ni 
más balanceados en la cobertura. Por el contrario, 
parte de sus prácticas coartaron la libertad de ex-
presión de otros. Un episodio paradigmático fue 
el asesinato de 10 personas en Senkata, El Alto, 
a manos de fuerzas policiales y del Ejército el 19 
de noviembre. La versión del gobierno provisio-
nal fue reproducida sin cuestionamientos por los 
medios informativos y se dio por hecho que los 
manifestantes, que apoyaban a Morales, eran te-
rroristas que habían volado una planta de acopio 
de gas, algo que se probó falso”.

No obstante, los medios se esfuerzan en mos-
trarse a sí mismos como abanderados de princi-
pios periodísticos que en realidad ignoran, con el 
objetivo de confundir sus verdaderas intencio-
nes partidarias: lobos vestidos de ovejas, puede 
ser una analogía apropiada para describirlos. A 
estas alturas, no puede haber duda acerca de la 
parcialidad que guía su agenda.

Continúa en la siguiente página
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¿MEDIOS PARAESTATALES/
PARAPARTIDARIOS?

En pocos momentos como en las últimas se-
manas los medios se han esforzado tanto por 
mostrarse como independientes de todo inte-
rés partidario. A inicios de esta última semana, 
tras las declaraciones de cuatro autoridades 
respecto al posicionamiento anti-gubernamen-
tal de varios medios de prensa, el ejecutivo de 
la Asociación de Periodistas de Cochabamba, 
David Ovando, reclamó que “la libertad de ex-
presión no se negocia un solo milímetro. No 
hay periodismo de izquierda o de derecha, no 
hay periodismo del pueblo o del imperio. Aquí 
hay periodismo independiente basado en la li-
bertad de expresión”.

Pero el periodismo independiente que defiende 
Ovando se echa de menos cuando uno revisa los 
titulares recientes y no tan recientes de medios 
como Página Siete, que ha cubierto poco o nada 
los hallazgos del informe del Grupo Interdisci-
plinario de Expertos Independientes (GIEI) res-
pecto a las masacres de Senkata y Sacaba o las 
numerosas violaciones contra los Derechos Hu-
manos cometidas durante el régimen de Áñez, al 
cual prestó apoyo casi incondicional en sus pri-
meros meses, al punto de justificar la ejecución 
extrajudicial de ciudadanos en las dos masacres 
referidas y no objetar ninguna de las detencio-
nes selectivas y arbitrarias que dictó en el enton-
ces gobierno de facto.

De hecho, el periódico publicitó entusiasta-
mente, tal como señalan Molina y Bejarano. El 
campo mediático boliviano se transformó pro-
fundamente después de los eventos de finales 
de 2019, libros como 21 días de resistencia, del 
periodista Robert Brockmann, que difícilmente 
pueden ser tomados como otra cosa que no 
sean odas a un movimiento político que un su-
puesto periodismo independiente abordaría con 
cierta distancia.

Ahora que el Gobierno que fue impulsado por 
clases medias y altas ha sido expulsado por el 
propio voto ciudadano, medios como el señala-
do han iniciado una intensa campaña en contra 
del actual gobierno masista, en nombre de una 
reconciliación que busca pasar por alto las vio-
laciones registradas por nume-
rosos informes nacionales 
e internacionales, y con 
titulares que dejan poco 
espacio a la interpretación: 
“Libreto contra la auditoría de la 
OEA mutó al menos cinco veces” 
o “Todo lo que debe saber sobre 
atropellos de la Fiscalía en 2019” 
o “Todo lo que debe conocer 
sobre la admisión en la CIDH 
del caso La Calancha”.

¿“Libreto” contra la auditoría de la 
Organización de Estados America-
nos (OEA)? El medio asume que existe 
una línea discursiva intencional y premedi-
tadamente manipuladora para cuestionar el in-
forme del organismo interamericano y no de una 
serie de cuestionamientos con su fundamenta-
ción propia. Deslegitima de partida la posición 
del Gobierno y el partido oficialista. ¿Los atro-
pellos de la Fiscalía en 2019? ¿Y qué hay de 
los de 2020? ¿Caso La Calancha? Hablar 
sobre la Fiscalía o el caso La Calan-
cha no es en sí un acto de comuni-
cación negativo, pero sí lo es si se 
lo hace sin mencionar los principales 

resultados del informe del GIEI, centrados en los 
más de 36 muertos que se dieron en el último 
trimestre de ese año.

Queda claro, entonces, que se ha puesto en 
marcha una agenda mediática centrada en cua-
tro pautas narrativas que se pretende reforzar:

	 Destacar supuestas violaciones a los Dere-
chos Humanos cometidas durante los go-
biernos de Morales;

	 Matizar las masacres de Sacaba y Senkata o 
atenuar la severidad de estos hechos;

	 Presentar a Jeanine Áñez como una víctima 
de la represión estatal promovida por el MAS 
y no como una sospechosa de haber ordena-
do masacres y vulneraciones a Derechos Hu-
manos;

	 Sugerir que el partido de gobierno no tiene 
interés en reformar la Justicia o que le es más 
conveniente no hacerlo.

LOS MÓVILES DE LA DISCORDIA

¿A qué responde tanta animosidad contra el 
gobierno del MAS? Después de todo, por mu-
cho que se exponga su verdadera naturaleza, su 
comportamiento se muestra persistente. Tres 
explicaciones comunes son: a) Intereses econó-
micos; b) Principios ideológicos; y c) Proyecto 
de poder.

La primera hipótesis se encuentra apoyada en 
que la mayor parte de los medios que se han 
opuesto al gobierno del MAS han formado 
parte de conglomerados empresariales como 
el Grupo Líder (PAT, El Deber de Santa Cruz, 
La Prensa de La Paz, El Alteño de El Alto, Los 
Tiempos de Cochabamba, El Nuevo Sur de Ta-
rija, El Correo de Sucre y El Norte de Montero 
y El Potosí de Potosí) o patrimonios particu-
lares como los pertenecientes a la familia Ga-
rafulic, antes propietaria del periódico La Ra-
zón y ahora dueña del opositor Página Siete, y 

sospechosa de haber formado parte de bandas 
paramilitares en el gobierno fascista de Hugo 
Banzer Suárez. Todos medios vinculados a capi-
tales extranjeros que, al mismo tiempo, podrían 
verse enfrentados a las políticas de nacionaliza-
ción y redistribución de la riqueza adelantadas 
por los distintos gobiernos del MAS que se die-
ron desde 2006 hasta el día de hoy.

La segunda hipótesis es más difícil de compro-
bar, dado que, a pesar de un discurso en de-
fensa de la libertad de expresión y la democra-
cia, la mayor parte de los medios tradicionales 
demostraron tendencias abiertamente conser-
vadoras y anti-liberales al apoyar al gobierno 
de Áñez, que conculcó derechos y libertades 
hasta provocar dos masacres, arrestar y tortu-
rar a cientos de bolivianos y censuró a miles 
de periodistas y medios de prensa favorables 
al gobierno del MAS. El simple hecho de que 
medios como Página Siete hayan prestado un 
apoyo cómplice a masacres y asesinatos guia-
dos por móviles partidarios y racistas debería 
ser razón suficiente como para desestimar 
todo reclamo de credenciales liberales. Con 
todo, este medio y otros similares, como Uni-
tel, suelen dedicar sendos artículos y espacios 
de reflexión a la crítica de las supuestas ten-
dencias autoritarias de gobiernos “populistas” 
como el del MAS o similares.

La tercera hipótesis coloca a los medios de co-
municación como parte de un escenario más 
complejo de actores políticos e intereses mul-
tinacionales, pues, a pesar de su influencia, no 
se trata de un poder último y autónomo, sino 
de la expresión de grandes capitales e intereses 
geopolíticos. Nos referimos a las Guerras de IV 
Generación, cuyo objetivo final es derrocar por 
medios no tradicionales a gobiernos contrarios 
a los intereses de los Estados Unidos y sus gran-
des corporaciones, donde los medios de comu-
nicación juegan un rol importante en preparar 
el terreno de posibles movimientos de desobe-
diencia civil en contra de gobiernos “populistas” 
y “autoritarios”.

Un artículo del periodista Julio Peñaloza 
Bretel, publicado en el periódico La Ra-

zón, acerca de las redes sociales en las 
que se encontraba inmerso su cole-

ga Raúl Peñaranda, exdirector de 
Página Siete, antes de darse el 
golpe de Estado de 2019, re-
vela la participación no solo 
de capitales privados sino 
también de agencias de 
cooperación y fundaciones 
estadounidenses conocidas 
por sus acciones de injeren-

cia en contra de varios gobier-
nos latinoamericanos que no sin-
tonizaban con Washington.

En todo caso, puede que las ra-
zones para que un determinado 
medio o periodista se oponga 
militantemente al gobierno del 
MAS residan más en una com-
binación de estas tres hipótesis 

que solo una de ellas, lo que no 
quiere decir que no haya sujetos con-

vencidos de que en realidad el gobierno 
del MAS representa una amenaza a la de-

mocracia.

JOSÉ GALINDO
Cientista político.
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El Informe sobre los hechos de violencia y vul-
neración de los Derechos Humanos ocurridos 
entre el 1 de septiembre y el 31 de diciembre 

de 2019, elaborado por el Grupo Interdisciplina-
rio de Expertos Independientes (GIEI) y que fue 
presentado en pasados días al presidente Luis 
Arce, es digno de destacarse. Tiene 471 páginas 
y es accesible a los interesados, que es otro as-
pecto relevante.

Sin embargo, hay actuaciones como las de la 
prensa que no están en el informe del GIEI. Es 
decir, ¿cuál fue el papel de la prensa? No de los 
periodistas.

El papel de los medios de comunicación, en sus 
diferentes expresiones, de los empresarios de 
la comunicación, ¿cuánto y cómo alentaron el 
conflicto? o ¿cuánto y cómo buscaron la paci-
ficación? ¿Cuáles son esos medios de comuni-
cación? ¿Cómo interpretar a la prensa televisiva 
que cada noche transmitía los cabildos desde 
Santa Cruz y La Paz con amenazas y acciones 
concretas para derrocar a un gobierno constitui-
do mediante votos? ¿La prensa actuó de manera 
independiente? En fin, son preguntas que me 
hubiese gustado se contemple en el menciona-
do documento.

El GIEI, en sus recomendaciones, no observa el 
papel de la prensa en las sociedades contempo-
ráneas; tampoco analiza el rol de los medios de 
comunicación en época de los conflictos socia-
les, no solo como informadores, sino también 
como actores políticos.

Llama la atención la siguiente frase: “El ataque 
contra la casa de Casimira Lema tiene señales 
de haber sido dirigido contra ella por sus labores 
profesionales, lo que ofende no solamente a su 
persona, sino que constituye una violación del 
derecho a la libertad de expresión. Tiene además 

un efecto amedrentador para otros periodistas, 
que busca silenciar voces disidentes” (Pág. 109).

¿Por qué la bronca de la sociedad crítica contra 
la señora Lema y afines? Hay que recordar a los 
del GIEI que hace años la señora Lema fue parte 
de varias redes de televisión y desde esos espa-
cios siempre fue muy contraria a los intereses 
de los sectores indígenas y populares del país. 
Fiel a esa línea conservadora, la señora, ya con 
otros periodistas del Canal Universitario de La 
Paz, alentaron y transmitieron en directo todas 
“las acciones heroicas de los pititas”, que fueron 
violencia y más violencia…

Pero hay otro tema, ¿cuál fue el papel de las 
universidades? Empezando por el exrector de 
la Universidad Mayor de San Andrés (UMSA), 
Waldo Albarracín, la Universidad Católica, don-
de se cristalizó el golpe, y otras casas de estudio 
privadas, que bajo amenazas sacaron a jóvenes a 
marchar en las noches a las calles de la ciudad.

Las Iglesias católica y evangélica, en sus ver-
tientes conservadoras, tuvieron un rol preciso, 
¿acaso no se entró al Palacio Quemado con la 
Biblia en la mano? En el informe no se reco-
mienda a las iglesias occidentales de abstenerse 
de hacer política.

Lamentablemente la GIEI se quedó solo en los 
análisis jurídicos y humanitarios, pero no en 
lo societal. ¿Cómo vivir en una sociedad aún 
colonizada y racializada? Cuando las élites de 
otrora hoy quieren retomar sus espacios de 
poder e intentan iniciar los procesos de re-co-
lonización del país, como volver a la Repúbli-
ca, entre otros. El racismo es parte circunstan-
cial de sus vidas y parte de su discurso social 
y político. ¿Será que los/as colonizadores de 
buena voluntad dejarán de ser racistas? Sabe-
mos también que influyen a otros sectores so-

ciales, incluido a grupos indígenas y sectores 
populares. Entonces, recomendar que haya un 
cumbre contra el racismo es una idea a saco 
roto, ¿para qué si tenemos una ley contra el 
racismo y toda forma de discriminación? Pero 
¿cuántos racistas están en la cárcel? Gente del 
Comité Cívico de Santa Cruz, los conades, los 
pititas, plataformas… deberían estar juzgados 
por practicar racismo abierto y solapado, ¿o 
no es así?

El uso del concepto de “otredad” al que alude el 
documento, es una mirada absolutamente evo-
lucionista de la sociedad, tan paternalista como 
occidental. No cabe para la sociedad boliviana. 
Más que afirmar la otredad precisamos escudri-
ñar las desigualdades, el racismo estructural, las 
relaciones de dominación del capitalismo salva-
je, entre otros.

Gran parte del informe hace énfasis en que no 
debería haber discriminación jurídica de ningún 
tipo, pero el concepto de otredad precisamen-
te permite esa diferenciación social. El Estado 
Plurinacional apuesta por la diversidad, que no 
es la otredad.

Para finalizar, la pregunta para el GIEI sería: 
¿cuántas horas de testimonio grabaron? Entien-
do que por razones de seguridad no se dicen 
los nombres de las personas entrevistadas en el 
informe. El presidente Luis Arce anunció la fun-
dación de las casas de las memorias, sería plau-
sible que la primera donación de la memoria la 
haga el GIEI. Giei jupanakaxa wali qillqantawa-
yapxatayna, uka jan walt’awi sarnaqawinakasa-
ta. Walikirakiw ma tuqitxa, maysatx janikirakiw 
waljamakiti, ¿janicha ukhamaxa?

ESTEBAN TICONA ALEJO
Sociólogo y antropólogo.

AUSENCIAS EN EL
INFORME DEL GIEI
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SOBRE EL CRIMEN, CASTIGO       
Y RECONCILIACIÓN

Se ha dicho que la reconciliación comien-
za cuando todos aceptan una determi-
nada concepción de la justicia que, en el 

caso de Colombia, se denomina la Jurisdicción 
Especial de Paz (JEP). Aceptación que para las 
víctimas colombianas ya es una realidad, pues 
lo pactado en el Acuerdo de Paz con la ma-
yoría de las Fuerzas Armadas Revolucionarias 
de Colombia - Ejército del Pueblo (FARC-EP) 
–hoy partido Comunes– se basa en los valores 
sociales que pueden llevar a concretar la paz. 
Pero no sucede lo mismo con los que niegan 
su legitimidad, así acepten su legalidad “de la-
bios para afuera” –como ha hecho el expresi-
dente Álvaro Uribe frente a la JEP y su Comi-
sión de la Verdad–, generando un grave riesgo 
en un país donde las mayorías populares con-
sideran por experiencia que lo legal, la ley, la 
justicia, “solo es para los de ruana”. Partiendo 
de ese imaginario construido como rechazo a 
las conductas corruptas de las élites, hoy son 
ellas quienes lo intentan aprovechar para des-
acreditar a esa JEP que se ha definido entre 
insurgentes y el Estado colombiano, buscando 
transformar un conflicto armado en un con-
flicto político dialogado.

Algo parecido pasa en Bolivia, donde también 
se encuentra a los que dicen aceptar la justicia 
ordinaria vigente, pero en el fondo quieren des-
legitimarla; ya no solo para seguir condenando a 
los de abajo, las víctimas y sus familias, sino para 
eximir a los de arriba.

Una reflexión sobre tan complejo tema mere-
ce las decisiones jurídicas tomadas en países 
como Argentina, donde se buscó la verdad, la 
justicia, la reparación y las garantías de no re-
petición frente a los crímenes de Estado de 
una dictadura asesina que desapareció a más 
de 30 mil personas, y que se derrumbó frente 
a la resistencia social y política nacional e in-
ternacional. Por eso allí fue justa y acertada la 
exigencia de las organizaciones de Derechos 
Humanos –apoyada por la mayoría de la po-
blación y finalmente aceptada por el Estado– 
de aplicar todo el peso del castigo acudiendo 
a los contenidos de la justicia ordinaria, para 
juzgar a los gobernantes responsables por su 
clara violación de la Constitución Nacional y 
los tratados internacionales incorporados a su 
cuerpo de derechos. Por eso, la reconciliación 
entre los militares golpistas y los familiares de 
las victimas asesinadas en sus campos de con-
centración requería de la mutua aceptación 
del tipo de justicia que sería aplicada, pues de 
ella dependía definir el castigo, permitir recu-
perar la memoria de los asesinados y desapa-
recidos y llevar a la Comisión de la Verdad no 
solo a las víctimas, sino también a los milita-
res y las élites económicas que abandonaron 
el Estado de Derecho y lo convirtieron en un 
aparato de guerra contra el pueblo.

En el caso de Bolivia, muy similar al de Argentina, 
hoy está claro que lo que existió fue un golpe 
cívico, policial, militar de ideología fascista, adu-
ciendo un fraude que nunca fue comprobado y 
ha sido negado por diversas instancias interna-

cionales; como una de las fuentes de comproba-
ción está la valiosa investigación y recopilación 
realizada por Jaime Choque Mamani en su obra 
Golpe de Estado y Fascismo en Bolivia.

Luego del reciente triunfo electoral del Mo-
vimiento Al Socialismo (MAS), permitido por 
la presión popular exigiendo el regreso al es-
cenario de elecciones democráticas, la nove-
dad jurídica no deja de sorprender. ¿Cómo 
explicar que quien, como presidenta ilegítima 
e ilegal, corresponsable de preparar el golpe y 
ordenadora de masacres como las de Senkata 
y Sacaba –por las que hoy es juzgada–, y abier-
ta promotora de violentas persecuciones a 
miembros del gobierno anterior, hoy se consi-
dere una víctima de la justicia? Y que, además, 
agregue a esta frágil pero perversa estrategia 
un intento fracasado de suicidio dirigido a 
enmascarar y eludir sus responsabilidades po-
líticas, con mucho de simulación, búsqueda de 
sensibilización de la población y presión sobre 
sus jueces.

El suicidio –opción de escape de muchas per-
sonas excluidas en esta desigual sociedad– no 
puede ni debe ser deseado ni celebrado por 
nadie que tenga sensibilidad humana. Sus 
connotaciones dependen de quién es la per-
sona y qué rol juega en la sociedad. El suici-
dio heroico de Salvador Allende no se puede 
comparar con el suicidio cobarde de Hitler. Es, 
en sí misma una decisión muy contradictoria 
y emocionalmente dual: hay que ser muy va-
liente para realizarlo, como lo hizo Alan García 
–decisión en su caso muy posiblemente acom-
pañada de una mezcla de cobardía y orgullo, 
ya que no estaba dispuesto a enfrentar las 
consecuencias legales de sus actos corruptos 
como presidente del Perú–. Lo cual se asemeja 
emocionalmente –de ser cierto– al intento de 
Jeanine Áñez; pero ambos casos con emocio-
nes muy distintas de las que rondan a las y los 
presos condenados a largos castigos, que en 
la práctica resultan perpetuos, y quienes, arre-
pentidos de sus crímenes y con voluntad de 
readaptación a la sociedad, se esfuerzan para 
lograr reducciones legales de sus condenas an-
tes que pensar en acudir el suicidio. Para ellos, 
con menos responsabilidades y deberes que 
la señora Áñez, como para los que han sido 
injusta y políticamente judicializados por su 
gobierno golpista, no hay lugar a medidas de 
justicia especial o de excepción –que son las 
que hoy pide la expresidenta de Bolivia– sino 
lograr un juicio justo, desideologizado y ba-
sado en las pruebas irrefutables que puedan 
existir. Mandela nunca pensó en el suicidio 
durante los 27 años de injusta prisión en con-
diciones inhumanas, y eso no fue solo por su 
voluntad de vida, sino porque tenía una causa 
y un compromiso con su pueblo de cumplirla.

Uno podría decir que la reconciliación en 
Bolivia, como analiza Sandrine Lefranc –in-
vestigadora de los distintos procesos de paz 
en el mundo–, se puede iniciar con “el apaci-
guamiento de las hostilidades entre las partes 
enfrentadas”. Si se aceptara que el gobierno 

legítimo era una de las partes y los golpistas 
la otra, lo que vemos hoy con los constantes 
ataques a la gobernabilidad del presidente Luis 
Arce es un aumento creciente de las hostilida-
des de los golpistas, quienes, para eludir la jus-
ticia, acuden a campañas de desprestigio que 
incluyen los reduccionistas argumentos de una 
amnistía para una senadora que, con mucha 
ambición y placer, se prestó como estandarte 
de su aventura sediciosa. Y, vaya coincidencia, 
también Uribe pide una amnistía que cubra su 
posible condena por un delito común.

En el derecho ordinario y en condiciones de 
vigencia plena del Estado democrático de de-
recho, la carga de la pena que va dirigida al cas-
tigo de quien violó la norma implica una res-
tricción legítima de sus Derechos Humanos: 
“La norma es invertida por la relación crimen 
y castigo… La norma es asegurada por su vio-
lación en relación con aquel que la violó. Que 
la norma sea violada frente a aquel que la viola 
es consustancial a la existencia de cualquier 
norma… Así también vale para los Derechos 
Humanos cuando son transformados en nor-
ma vigente” 1. Al ser violada, la norma adquie-
re su esencia y se afirma en el castigo de las 
personas que la violaron, restringiendo sus de-
rechos. Crimen y castigo van de la mano con 
la mediación de la norma, pero su fin último 
debe apuntar a la finalización de esa sucesión 
de violaciones a los Derechos Humanos, como 
la razón social y política que los asegure y vali-
de como normas inviolables.

Por eso, pensar en aplicar a las y los golpistas bo-
livianos una especie de justicia transicional que 
revise la relación entre violación de Derechos 
Humanos y el castigo debe justificarse por las ra-
zones políticas que determinaron sus conductas. 
En el caso de Colombia, estas fueron siempre 
calificadas como un delito político de rebelión 
frente a un Estado autoritario y anti-democráti-
co; en el caso de Argentina su condición de dic-
tadura militar fascista le quitó toda posibilidad 
a ese enfoque. Igual sucede en Bolivia, donde el 
ataque violento dirigido contra un gobierno de-
mocráticamente elegido y en cumplimiento de 
su mandato está sustentado en corrupciones de 
los altos mandos policiales y militares, y acompa-
ñado de falsas denuncias de fraude con justifica-
ciones racistas, fascistas y anti-democráticas que 
ocultan intereses entreguistas de las riquezas 
naturales del país a transnacionales extranjeras 
(litio, petróleo, gas).

Partiendo de estos fundamentos, se afirma 
que la dimensión de esa inversión que valida la 
norma no puede ser mecánica, sino que requie-
re comprender que la reducción del castigo a 
quienes la violaron ayudará a superar un con-
flicto estructural; esto la convierte en un ob-
jetivo de interés nacional, ya que puede ser un 
camino para instalar en plenitud democrática 
las normas que garanticen el respeto a la vida 
humana, a su dignidad y su libertad. Esto no sig-
nifica que se deba aceptar la impunidad, el olvi-
do y la renuncia a la verdad, pues, si así sucede, 
seguramente no se tendrá un proceso legítimo 
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de construcción de una nueva institucionalidad 
y de las confianzas y poderes sociales que per-
mitan consolidar el fin de las aventuras autori-
tarias contra la soberanía popular.

Es importante, entonces, definir el problema 
que llevó al conflicto en Bolivia derivado en 
golpe cívico, policial y militar. ¿Cuáles fueron 
las causas de fondo que justificaron romper 
el orden constitucional y las reglas del juego 
aceptadas por todos los que participaron en las 
elecciones? Supuestamente existió por parte 
del gobierno del MAS un desconocimiento del 
resultado de la consulta que preguntaba sobre 
la nueva reelección del presidente Evo Morales 
–que luego fue cambiado por un fallo también 
en el marco de la justicia ordinaria–. Esta anti-
nomia –categoría que se presenta cuando am-
bas partes tienen algo de verdad– fue debatida 
durante el proceso electoral y le costó al presi-
dente Morales perder votos anteriormente ob-
tenidos; sin embargo, eso no le impidió ganar 
en primera vuelta.

La pregunta obligada es porqué la oposición 
no esperó a la segunda vuelta, donde por la vía 
constitucional podían derrotarlo, como todas 
las encuestas lo indicaban. Una muy posible 
respuesta es que el MAS había obtenido una 
mayoría parlamentaria y esto –aun contando 
con la Presidencia– no les permitía avanzar en 
la regresiva y represiva estrategia construida con 
la ayuda “de la embajada de Donald Trump”; se 
proponían, como lo demostraron en su gobierno 
de facto –de hecho y no de derecho–, revertir 
en corto plazo las conquistas sociales, cultura-
les, políticas y económicas alcanzadas por los 
gobiernos de Evo Morales.

En consecuencia, quienes hoy tienen que ser 
consultadas sobre el camino a tomar para lle-
gar a aceptar la reconciliación por parte de to-
dos los implicados, son las víctimas del golpe 
y de la dictadura de la expresidenta Áñez. En 

el año 2017, 41 años después del golpe militar, 
la Conferencia Episcopal argentina promovió 
un intento de “reconciliación” que fue rechaza-
do duramente por las víctimas de la dictadura, 
aduciendo que no puede haber reconciliación 
cuando los militares nunca dijeron la verdad 
sobre lo sucedido y menos aún han pedido 
perdón. Al Papa Francisco le tocó explicar que 
eso no implicaba que no cumplieran sus conde-
nas. Experiencia que nos demuestra que estos 
procesos de superación de las heridas causadas 
por las dictaduras y las guerras internas son de 
largo plazo y que su superación depende de las 
relaciones de poder entre las clases, sectores 
sociales y pueblos indígenas.

Muchos golpes de Estado, con sus consecuen-
tes víctimas, tiene la historia reciente de Bo-
livia, y la tendencia ha sido tapar lo sucedido. 
Se consideró como “normal” el hecho de que 
periódicamente se realizaran golpes militares y 
que las víctimas eran un problema secundario, 
daños colaterales que le tocaba al pueblo sufrir. 
Algo parecido sucedió en Brasil y en parte en 
Chile, y habría pasado en Argentina de no se ser 
por movimientos sociales como el de las Ma-
dres de Plaza de Mayo. Ese aspecto ético no se 
consideraba, pues lo importante era el regreso 
a la democracia, una transición hacia el pasa-
do que les permitiera reconstruir la confianza 
en el Estado y así mantener en Bolivia la do-
minación económica de las élites. Vale pregun-
tarse ¿cuántas de esas víctimas directas fueron 
reconocidas, indemnizadas y homenajeadas?, 
¿dónde están los restos de los líderes caídos el 
17 de julio de 1980?, ¿cómo fueron reparadas 
las familias de las decenas de miles de mineros, 
obreros, campesinos e indígenas asesinados por 
esas dictaduras y cuál fue el proceso para reha-
bilitar sus tejidos sociales?

Como dicen, el pasado no pasa; pero 
tampoco nos determina automá-
ticamente el presente, sino que al 

lograr reflexionarlo críticamente es posible –
mientras se diseña el futuro– asumir sus ense-
ñanzas para pensar y actuar con sentido trans-
formador. Esto nos lleva a pensar la necesidad 
de aprovechar este regreso al futuro que hoy 
se vive Bolivia para construir una estrategia 
institucional, pero sobre todo social partici-
pativa, que comience a cerrar estas aventuras 
sistémicas autoritarias que buscan revertir los 
Derechos Humanos conquistados y, al mismo 
tiempo, aporten a la recuperación de las di-
námicas populares que marcaron los primeros 
gobiernos del MAS. Se trata de promover las 
raíces etno-culturales, sociales y políticas en 
la perspectiva de “el retorno al camino de la 
vida” 2, que tiene mucho de reconciliación en-
tre lo mejor de los seres humanos y de armo-
nía con la naturaleza.

Por eso es insuficiente intentar superar el 
pasado con el justo juicio a una persona y su 
grupo de “malos amigos” –como se hizo con 
los García Meza y otros vándalos instituciona-
lizados– sin, paralelamente, llevar este debate 
al conjunto de la sociedad popular e indígena, 
pero también a las propias Fuerzas Armadas, 
que son utilizadas y luego desechadas como 
objetos despreciables. La exsenadora debería 
reflexionar con dignidad, si le queda algo, so-
bre los hechos en que los mismos que la pro-
movieron y luego la abandonaron cuando el 
poder se le subió a la cabeza, hoy vuelven a 
utilizarla para desestabilizar al gobierno de-
mocrático y popular.

MARCELO CARUSO AZCÁRATE
Filósofo.

1	 Hinkelammert, Franz. Democracia y totalitarismo. Editorial 

Departamento Ecuménico de Investigaciones, DEI, Costa 

Rica, 1990, pág. 135.

2	 Choquehuanca, David. “Vivir bien, nuestro horizonte de vida”, 

Revista Ideal, No. 03, México, 2019, p. 17.
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La información señala que existe una recuperación de 
la economía mundial luego de la pandemia, especial-
mente en los centros del capitalismo desarrollado, 

sobre todo en Europa y Estados Unidos. Con ello retorna 
un viejo problema: la inflación. Los registros consignan 
un 5,4% anual a julio de 2021 en Estados Unidos y del 3% 
anual para agosto en la zona euro.

Para países de elevada inflación como Venezuela o Ar-
gentina, esos valores no suenan mal, pero el consenso de 
la banca central en el capitalismo desarrollado es que los 
precios no deben superar el 2%. Es una conclusión deriva-
da del combate al estancamiento y crecida de los precios 
a fines de los años 70 del siglo pasado. Ante la estanfla-
ción, la receta fue el monetarismo ortodoxo asociado al 
boom neoliberal emergente con los ensayos de las dicta-
duras en el Cono Sur y generalizadas en la Inglaterra de 
Thatcher o en el Estados Unidos de Reagan.

En la Reserva Federal empezaron a señalar cambios en 
la política monetaria a mediados de 2020, en pleno epi-
centro de la pandemia y el paro de la economía. Recor-
demos que la economía mundial cayó -3,5% y eso con-
vocaba a recrear condiciones para el crecimiento. Luego 
de 40 años de política monetaria de shock (1980-2020), 
a lo Greenspan, había que inducir cierta alza de precios 
para estimular la economía mediante la intervención es-
tatal. Eso ocurrió vía subsidios directos a las empresas y 
familias, tanto como impulsando el mercado de crédito 
familiar, empresarial y estatal. De hecho, en la experiencia 
de las sucesivas crisis estadounidenses, en 2001, 2008 y 
2020, la respuesta siempre fue con estímulo monetario, 
vía emisión y deuda.

Europa no se quedó atrás. Ahora el Banco Central Euro-
peo consigna una aceleración de los precios en la zona 
euro, alejándose del 2% establecido como ideal. Se re-
cuerdan las aceleraciones de precios en Europa en plena 
crisis de 2008 y de 2011, momentos de fuertes emisiones 
monetarias y de deuda.

Los argumentos de las bancas centrales en Estados Unidos 
y Europa es que se trata de problemas transitorios deriva-
dos de la “recuperación económica” postpandemia, la que 
impacta especialmente en precios de la energía y alimen-
tos, entre otros. Materias primas en alza, especialmente los 
hidrocarburos, sindican que no se trata de un problema de 
corto plazo y no hay solución en el mediano (horizonte de 
100 dólares el barril), aún con los llamados de atención a 
la mitigación de los efectos generadores del preocupante 
cambio climático y al cambio de la matriz energética.

Pese a esas tranquilidades discursivas, existen señales pre-
ocupantes, como el fin de la prohibición de desahucios en 
Estados Unidos, lo que puede significar millones de per-
sonas desalojadas ante la incapacidad de pagos por sus vi-
viendas. Más grave es el impacto en el desempleo, que aun 
cuando se recupera la economía las tasas de desempleo e 
irregularidad en la contratación se mantienen elevadas en 
todo el mundo, muy por encima de la situación previa a la 
pandemia, asunto confirmado en los informes de la Orga-
nización Internacional del Trabajo (OIT).

El discurso conservador esgrimido por la corriente prin-
cipal en política económica demanda agudizar las res-
tricciones monetarias y de deuda, cancelando líneas de 

préstamos personales e induciendo ejecuciones ante 
deudas por tarjetas y créditos prendarios e hipoteca-
rios, entre otros.

Todo puede derivar en ascenso de las protestas y el con-
flicto social, agravando la situación de incertidumbre de 
la economía mundial. De hecho, la recuperación econó-
mica privilegia la ganancia de grandes empresas, quienes 
“pueden” aumentar los precios en desmedro de los in-
gresos de la mayoría de la sociedad. La desigualdad en 
ascenso es lo que devuelve la coyuntura mundial con el 
regreso de la inflación, salvo que la sociedad no legitime 
la ecuación del poder y vía conflicto social demande re-
ordenar las relaciones económicas.

Esto habilita a pensar en términos alternativos, de ir en 
contra y más allá del orden capitalista. Ante la crisis que 
impactó en la pérdida de ganancias, la recuperación solo 
se piensa en términos de relanzar la ofensiva del capital 
contra el trabajo, la naturaleza y la sociedad, por lo que 
se requiere estimular resistencias y desarrollos de iniciati-
vas que supongan acumulaciones de poder popular para 
enfrentar la situación actual en una perspectiva de trans-
formación social.

JULIO C. GAMBINA
Economista.

VUELVE LA INFLACIÓN
CON MÁS DESIGUALDAD EN EL 
CAPITALISMO MUNDIAL
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El 2021 es el tercer año consecutivo en el que los 
bosques, sabanas y pastizales antrópicos arden. El 
origen del problema es múltiple e involucra a varios 

actores sectoriales y sociales, aunque en el caso de Santa 
Cruz se señale solo a los migrantes de otras regiones del 
país como únicos culpables.

El hecho es que cada año perdemos miles de hectáreas de 
bosques y sabanas, generándose así una cadena de efec-
tos nocivos a corto y mediano plazo ya que la falta de 
cobertura vegetal en los suelos acentúa la erosión eólica 
e hídrica, que conlleva a la disminución de la humedad 
relativa del ambiente; reducción de la escorrentía en los 
ríos debido a la aceleración de la sedimentación, además 
de la contaminación de los cuerpos de agua por la ceniza 
y descomposición de materia orgánica por troncos caí-
dos, provocando la falta de oxígeno en el agua y, como 
consecuencia, muertes masivas de peces, falta de alimen-
to y refugio para los vertebrados (mamíferos, aves, repti-
les y anfibios), desaparición de invertebrados en el sue-
lo (hormigas, termitas, entre otros), quienes moldean la 
microestructura del suelo y micro hábitats y, finalmente, 
la reducción de los hongos, bacterias y demás saprófitos 
que degradan la materia muerta. Estos procesos, tipos y 
grados de afectación y de recuperación por el fuego son 
estudiados en una disciplina reciente denominada “Eco-
logía del Fuego”, misma que trata de entender las activi-
dades agrícolas tradicionales que emplean el fuego.

Los incendios forestales en Bolivia han exacerbado los 
conflictos sociales y las tensiones contra los pequeños 
productores y migrantes, siendo que la “culpa”, por así 
decir, es compartida entre varios actores, incluyendo la 
academia. Este análisis se enfoca en el Departamento de 
Santa Cruz, por ser el epicentro de los incendios foresta-
les en los últimos años.

En el banquillo de los acusados se encuentran las polí-
ticas sectoriales de desarrollo que, desde finales de los 
años 90, gradualmente han ido desvalorizando el manejo 
del bosque, impulsando el camino más sencillo de la ren-
tabilidad económica a corto plazo, a través del cambio de 
uso de suelo en suelos de producción forestal permanen-
te a costa de las funciones ecológicas. En 1995 se aprue-
ba el Plan de Uso de Suelo (PLUS) del Departamento de 
Santa Cruz, que clasifica a los suelos en: 1) Tierras de uso 
agropecuario extensivo; 2) Tierras de uso agropecuario 
intensivo; 3) Tierras de uso agrosilvopastoril; 4) Tierras 

de uso forestal; 5) Tierras de uso restringido; y 6) Áreas 
naturales protegidas. Indica también que todo actor que 
desarrolle actividades agrícolas, ganaderas, pecuarias, fo-
restales o de infraestructura, además de asentamientos 
humanos, contratos forestales, permisos de desbosque, 
está obligado a cumplir con normas técnicas específicas 
y deberá contar con un certificado de asignación de la 
Prefectura, hoy Gobernación 1.

En 2009 el Atlas de Potencialidades Productivas del Esta-
do Plurinacional de Bolivia reconoce a Santa Cruz como 
departamento predominantemente forestal. Sin embar-
go, aunque en 1996 se calculaba que Santa Cruz tenía el 
65% de su cobertura territorial cubierta por bosques, ya 
en 2005 le quedaba solo el 29% 2. En 2012 la Gobernación 
del Departamento de Santa Cruz publica el “Plan Departa-
mental de Ordenamiento Territorial de Santa Cruz”, cuya 
caracterización de desarrollo y potencialidades de uso des-
cribe un departamento mayoritariamente agropecuario 3.

Esta secuencia histórica nos explica los procesos de 
transformación gradual de bosques tropicales con espe-
cies de altísimo valor comercial a suelos de ganadería y 
monocultivos. Un modelo que no llega a ser sustentable 
porque va eliminando las funciones ecológicas que pro-
veen los bosques como la dotación de agua, humedad, 
aire limpio, biodiversidad y mantenimiento de los suelos y 
cuya falta acarreará consigo conflictos socioambientales, 
principalmente por sequía, degradación de los suelos y 
pérdida de manejos culturales ancestrales.

Por otro lado, la sociología de los años 70 se encargó de va-
lorar la organización sindical basada solo en la producción 
agrícola, invisibilizando las formas tradicionales de organiza-
ción y administración comunitaria del territorio según usos 
y costumbres de los pueblos originarios, eliminado principal-
mente el valor del trabajo comunal. Aspecto que afectó más 
al Occidente, generando la fragmentación del territorio, 
hasta el minifundio. Parcelas tan pequeñas, en las que los 
agricultores apenas alcanzan a una producción y subsisten-
cia precaria, casi sin valor comercial, ahondando la pobreza 
y facilitando las migraciones, principalmente hacia el norte y 
este boliviano, en tierras de bosques y selva 4.

La culpa asimismo recae en nuestra mirada agrarista clá-
sica que quedó estática desde la década de los años 50, 
aún vigente en el entendimiento de la “Función Econó-
mica Social-FES”, que solo reconoce a las actividades 

agraria, agrícola y pecuaria, como valor de uso. Aspecto 
que afecta fuertemente cuando se dotan tierras en zonas 
de bosques, condicionando al beneficiario el cambio de 
uso de suelo, formando una deforestación obligada y no 
planificada, lo que a su vez conlleva a conflictos interins-
titucionales entre dos diferentes visiones, una agrarista y 
otra de manejo integral del bosque.

La culpa a su vez recae en la academia, por no ser capaz 
de acompañar estos procesos histórico-sociales y políti-
cos con la intención de crear conocimiento y tecnología 
in situ. Las universidades estatales volvieron a la autono-
mía en su punto de confort, una trinchera social de par-
celamiento de la enseñanza, transmitiendo a los nuevos 
profesionales una ecología de los años 80 y 90 migrada 
desde Europa, donde se describe al ecosistema como un 
ideal aislado del actor social y sin interacción con las po-
líticas públicas, una ecología prohibitiva. Se enseña una 
agricultura inmersa en la revolución verde de los años 40 
y 60 que solo ve rendimiento con agroquímicos y transgé-
nicos, un modelo del Hemisferio Norte y caduco para el 
primer mundo, cuyas tierras tienen una historia geológica 
abismalmente disímil a nuestras zonas tropicales, donde 
muy pocos reconocen el alto valor comercial y contem-
poráneo de la agrobiodiversidad, ligada al conocimiento 
de los manejos ancestrales de los pueblos indígenas.

De todas estas culpas se beneficia el agronegocio ex-
tranjerizado y extractivista, una segunda colonización si-
lenciosa y disfrazada de desarrollo. Es esta la que quema 
nuestros bosques.

JASIVIA GONZALES
Bióloga con doctorado en Ciencias Naturales,                             

mención Botánica, Zoología y Geografía.

1	 Decreto Supremo 24124 de 25 de septiembre de 1995, que aprueba el 

“Plan de Uso de Suelo para el Departamento de Santa Cruz”.

2	 Ministerio de Desarrollo Productivo y Economía Plural. 2009. Atlas de Po-

tencialidades Productivas del Estado Plurinacional de Bolivia-Departamento 

de Santa Cruz. Sistema Integrado de Información Productiva. En https://siip.

produccion.gob.bo/repSIIP2/atlas-2014.php

3	 Gobernación del Departamento de Santa Cruz, 2012. “Plan Departamental 

de Ordenamiento Territorial de Santa Cruz”. Santa Cruz, Bolivia.

4	 Morales, M, V. Gianotten, M. Devisscher & D. Pacheco. Hablemos de Tierras, 

Minifundio, gestión territorial, bosques e impuesto agrario en Bolivia. Plural 

Editores, La Paz, 2011.

¡EL BOSQUE SE QUEMA!
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A Mario Luis Ramírez Ballivián lo co-
nozco hace varios años, de hecho 
si alguien me preguntara por algún 

artista boliviano referente de la izquierda 
sin duda daría su nombre. También tuve el 
grato honor de que en 2016 me invitara a 
participar como coordinador regional del 
proyecto “ArteConciencia”, por temas de 
tiempo laboral nunca lo concretamos.

Mario es fundador e integrante del Dúo 
Negro y Blanco, tiene un repertorio con 
discos como Negro y Blanco (1999), Testi-
monios 1 y 2 (2001), Negro y blanco en blan-
co y negro (2003), Negro y Blanco en la fiesta 
(2013), Testimonios 3 y 4 (2017).

Compartió escenario con personalidades 
como Silvio Rodríguez, Nito Mestre, en-
tre otros. Ha sido impulsor de programas 
como el Proyecto Piloto de Educación Po-
pular y formación con espacios de jóvenes 
como “ArteConciencia”, Proyecto Artísti-
co, Audiovisual y de Talleres con jóvenes 
y adolescentes de Interculturalidad, Dere-
chos de la Niñez y Migración (2012-2014), 
además de ser gerente y socio de Claro 
Oscuro Producciones SRL (2005-2012).

A continuación reproducimos la primera 
parte de su entrevista.

NEGRO Y BLANCO

“Como dúo Negro y Blanco hay como una 
prehistoria y la historia…

En la prehistoria siempre contamos cómo 
nos hemos conocido, el año 1994, en una 
velada cultural de psicología, yo tenía un 
trío de música que se llamaba Silencio y 
Christian Benítez tenía un dúo; nos cono-
cimos esa noche y pasó algo interesante, 
sin conocernos nada de nada ambos ter-
minamos guitarreando en un aula conti-
nua. Guitarreamos composiciones nues-
tras: él comenzó con la canción ‘Píntame 
Bolivia’ y yo canté una que se llamaba ‘El 
hombre’, hubo una química musical. Des-
pués de eso hubo un taller de música po-
pular en la Universidad Católica, el nexo 
era que todos tenían que ser composito-
res y terminamos participando.

Nosotros éramos seguidores de la trova 
en general, en esa velada cultural de psi-
cología con mi trío cantábamos una o 
dos composiciones, después la mayoría 
eran covers de Silvio Rodríguez. Chris 
me cuenta que subiendo las gradas es-
cucha que yo estaba cantando ‘Óleo de 
una mujer con sombrero’, ese también fue 
el enganche, a ambos nos gustaba Silvio, 
comenzamos a hacernos voces, coros, sin 
habernos conocido, y cerramos la velada 
cultural cantando ‘Todas las voces todas’.

Es así que el año 1996 nace el grupo Ne-
gro y Blanco, éramos cuatro cuando co-
menzó. Peter Rivera fue el que propuso 

hacer algo más profesional; estaba Martin 
Cuevas, que pronto se salió. Grabamos un 
demo, luego nuestro primer disco salió en 
Discolandia en enero de 1998.

Después de grabar Peter se sale del grupo 
y quedamos Christian y yo con la disyun-
tiva de qué hacer, si cambiamos de nom-
bre o nos dedicamos a otras cosas, vino 
una invitación para ir a cantar a Llallagua, 
a Potosí, a Siglo XX, para un aniversario de 
la Radio Pio XII, organizaron un concier-
to y nosotros cantamos ante los mineros, 
ese día nos presentaron a nivel nacional 
como el dúo Negro y Blanco. Nos vemos 
con Chris y dijimos acá está empezando 
lo profesional, lo que deseábamos hacer 
para siempre, esa historia fue un 1 de 
mayo de 1999.”

SILVIO

“Silvio Rodríguez es una mezcla de sen-
timientos, yo lo siento como un padre 
musical, como un ejemplo de consignas, 
como el máximo referente de la canción 

social y de la trova, porque en él aprendes 
que la trova no solo es canción social, sino 
también un canto integral, al amor de pa-
reja, a la vida, a la familia.

Lo bonito de la trova es que canta a la 
vida y a sus millones de faceta, Silvio es 
el compositor que más admiro desde el 
punto de vista de textos y desde el pun-
to de musical a la vez, porque hay tro-
vadores extraordinarios como Joaquín 
Sabina, que sus textos son alucinantes, 
pero su musicalidad no me apasiona tan-
to; o me fascina la musicalidad de Pablo 
Milanés pero no tanto sus textos. Silvio 
es todo eso, su militancia, su claridad 
política, es un ser integral; más que un 
ejemplo musical es un ejemplo de vida, 
es un referente.

El año 2013 fue muy importante para no-
sotros, primero por el hecho de que Silvio 
nos haya invitado para abrir el concierto 
acá en Bolivia, había una lista de posibles 
personas que podían abrirlo; al final nos 
escribieron desde Cuba para hacernos 

partícipes. Años antes, en 2007, nos co-
nocimos con Silvio en Lima, fuimos a dar 
unos conciertos, nuestra amiga Miriam 
Quiñones organizó un encuentro con tro-
vadores, nos presentamos como Negro y 
Blanco, un grupo de Bolivia, Silvio nos dijo 
que nos conocía, nos sorprendió mucho, 
un amigo nuestro le había hablado de no-
sotros, el gran Vicente Feliú.

Ese 2007 también fuimos a Cuba, a Santa 
Clara, y ahí compartimos por primera vez 
escenario con Silvio, por los 40 años del 
Che, fue un encuentro de varios trovado-
res del mundo, nosotros fuimos represen-
tando a Bolivia, le regalamos un disco.

Cuando el Gobierno lo invita se arma la 
logística para su concierto, al final deci-
den en Santa Cruz por un tema de pre-
sión, no puede venir a la altura, es ahí 
que nos llega la carta de Cuba para que 
nosotros seamos los teloneros, fuimos en 
realidad los únicos teloneros, entonces 
abrimos el concierto, fue el punto más 
alto de 20 años de carrera, en el tema de 
un logro como un sueño personal, ade-
más que tu ídolo reconozca tu trabajo 
y te invite es una sensación maravillosa. 
Esa noche fue mágica para nosotros por-
que estaba llena de gente, de todos los 
rincones, el Presidente estaba sentado 
adelante; la gente que llegó de todo los 
lados del país y de otros países; hablar 
con Silvio en los pasillos, poder conver-
sar, una experiencia única.”

EL 71

“El año 1996, cuando estaba empezando 
el grupo Negro y Blanco, nos encontra-
mos que el presidente elegido democráti-
camente era Banzer y nosotros habíamos 
escuchado y leído tantas historias de la 
dictadura, torturados, perseguidos, exilia-
dos, que nos indignó.

Yo nací en 1974 y tengo recuerdos del 
miedo que generaba cuando llegaba la no-
che, el toque de queda, llegar rápido a tu 
casa, y de repente verlo como presidente 
nos cuestionábamos qué frágil que es la 
memoria, nos dolió mucho, nos dio mucha 
bronca, la canción habla del tema como si 
un hermano nuestro hubiera muerto, dice: 
‘Y todos los días mi madre aún espera que 
llegue mi hermano que un día salió y cerró 
aquella puerta, desde el 71 que no escu-
cho sus pasos’.

Lo primero que hicimos es ir a la Plaza 
Murillo y la cantamos fuerte, luego la in-
cluimos en nuestro repertorio y salió en 
nuestro disco por la memoria Canciones a 
quemarropa, conocimos el trabajo poético 
de Luis Espinal y nos inspiramos en él.”

SERGIO SALAZAR ALIAGA
Cientista político.

NEGRO Y BLANCO
(PRIMERA PARTE)
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Bajo el sello de la recientemente creada Editorial Inti, 
acaba de aparecer un interesante volumen titulado 
Reflexiones en torno al golpe de Estado en Bolivia que 

contiene cuatro artículos –o micro ensayos– que aportan 
una visión global, pormenorizada y analítica de los suce-
sos que determinaron la caída de Gobierno popular de 
Evo Morales y del Movimiento al Socialismo - Instrumen-
to Político por la Soberanía de los Pueblos (MAS-IPSP) 
en Bolivia.

Un libro acotado a medio centenar de páginas, pero den-
so en información y precisos análisis, cuya primera parte, 
“Retazos del golpe de Estado”, nos introduce situacional-
mente para comprender el panorama político previo al 
golpe, que ya venía abonándose desde 2017 a partir del 
referéndum por la reelección de Evo Morales. Consulta 
en las urnas que el MAS perdió bajo la operación denomi-
nada “Caso Zapata”, diseñada por la Embajada estadou-
nidense con la complicidad de las burguesías locales para 
deconstruir los apoyos populares al Proceso de Cambio.

Con un lenguaje ágil y abundancia de datos que dan gran 
solidez a este estudio, los autores Javier Larraín Parada y 
Boris Ríos Brito exponen las claves sociales, políticas y 
coyunturales que permiten adentrarnos no solo en la ur-
diembre del golpe que entronizó a la usurpadora Jeanine 
Áñez a la presidencia de Bolivia, sino también compren-
der las falencias internas y las debilidades recurrentes que 
el propio Proceso de Cambio fue adquiriendo a lo largo 
de sus 14 años al frente de un ciclo fundamental en la 
historia latinoamericana.

El segundo de los escritos, titulado “La derecha en el po-
der”, analiza las tensiones internas subyacentes en la so-
ciedad boliviana y como estas 
fueron manipuladas en favor de 
las burguesías más reaccionarias, 
enemigas declaradas del Proceso 
de Cambio desde la primera hora. 
La confrontación entre lo indio y 
lo criollo, o entre las clases medias 
urbanas y el campesinado es uno 
de los ejes de este apartado, que se 
adentra en los eventos que eclosio-
naron en las masacres de Sacaba y 
Senkata, con el apoyo explícito de 
la nueva dictadura y un Ejército dó-
cil a las directivas de Washington. 
Fuerzas Armadas y policiales que el 
Proceso de Cambio no logró atraer 
hacia nuevos paradigmas alejados 
de las influencias injerencistas del 
Norte. La gestión gubernamental 
de Áñez frente a pandemia y sus 
actos de corrupción igualmente 
fueron auscultados en este análisis 
que no omite ningún aspecto para 
entender esa gran crisis política y 
sus evoluciones.

El tercer micro ensayo es quizás 
uno de los más atractivos y va-
liosos de todo el volumen, por 
cuanto aborda aspectos que tras-
cienden el mero objeto de análisis 
–el golpe mismo– y se adentra en 
el estudio de los actores sociales 
y las correlaciones de fuerza que 
operaron en todo el Proceso de 

Cambio y cómo estas resolvieron, más tarde, la coyuntura 
golpista. Bajo el título “El campo popular y el MAS antes y 
durante el golpe de Estado”, este tercer tramo de la obra 
aporta datos significativos y una mirada crítica al proceso 
necrótico de despolitización gradual que sufrieron las ba-
ses populares durante la llamada Revolución Indígena. Del 
mismo modo los cambiantes ejes teóricos que le dieron 
marco y que impactaron de forma negativa en la sólida 
arquitectura militante que fue protagonista en los prime-
ros años de Gobierno progresista. La burocratización del 
MAS –encarnadura de las clases históricamente margina-
das– y la paulatina incorporación a esa burocratización 
de las dirigencias sociales y sindicales, son puestas bajo 
la lente de Ríos Brito y Larraín Parada con acertado equi-
librio crítico y equidad analítica, brindándole al lector la 
oportunidad de elaborar conclusiones propias, nunca en-
vasadas ni propuestas rígidamente. Los hechos históricos 
inapelables –la convocatoria de Luis Almagro y la Organi-
zación de Estados Americanos (OEA) como árbitros de 
un conflicto diseñado por ellos mismos, o la incoherente 
entrega en enero de 2019 del militante comunista y escri-
tor italiano Cesare Battisti, prófugo por acusaciones de 
terrorismo en su país de origen– brinda a los autores un 
campo de indagación que explica el deterioro progresivo 
del gobierno indígena y que, a la postre, resultaron indica-
dores de las grietas que permitieron el derrumbe inespera-
do de un proceso que parecía sólido, pero no lo era.

La última parte de este pequeño libro –invaluable sín-
tesis para el estudio de la materia– despliega la mirada 
hacia adelante y los desafíos que afrontaron los golpis-
tas en su negociación con los viejos actores (el MAS 
destituido pero no desarticulado) y con elementos 
emergentes que significaron una resistencia orgánica e 

GOLPE DE ESTADO EN BOLIVIA:
DOS AUTORES Y CUATRO TEXTOS             

PARA ENTENDERLO
institucional al golpe y sus protagonistas, ahora acusa-
dos de delitos de lesa humanidad.

Estas Reflexiones en torno al golpe de Estado en Bolivia puede 
sin dudas contarse entre los trabajos más útiles, necesarios 
y de consulta obligada para comprender un suceso que fue 
sorpresivo y que nos advierte sobre los mecanismos siem-
pre acechantes en nuestra Región, que invariablemente 
remiten a la matriz intervencionista de Washington y a las 
corporaciones del mundo rico, como sus mejores aliadas.

Trabajo investigativo, en síntesis, con gran valor añadido 
al ser de los autores Boris Ríos Brito 1, sociólogo y estu-
dioso de las variables sociales de su país, y Javier Larraín 
Parada 2, cubanista de prestigio, historiador y editor de 
diversos medios latinoamericanos.

Una eficaz obra que puede descargarse de forma gra-
tuita en la página de Editorial Inti (https://editorialinti.
wixsite.com/libros) y que otorga herramientas cognitivas 
indispensables para que no se repitan las maniobras “su-
mergentes” que los imperialismos despliegan en América 
Latina, territorio siempre en disputa.

ALEJO BRIGNOLE
Analista internacional y escritor.

*	 Cortesía de revista Correo del Alba https://correodelalba.org/

**	 Link de descarga del libro: https://editorialinti.wixsite.com/libros/pro-

duct-page/reflexiones-en-torno-al-golpe-de-estado-en-bolivia
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